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Dedícase respetuosamente este 
humilde estudio á todos aque- 
llos ce. mexicanos que con sus 
obras han contribuido durante 
los últimos treinta años, á im- 
plantar en la República los prin- 
cipios modernos sobre extradi- 
ción; entre los cuales figuran 
los Señores General D. Porfirio 
Díaz, Presidente de la Repúbli- 
ca, y Lie. D. Ignacio Mariscal, Se- 
cretario de Relaciones Exterio- 
res, de los vivos; y Señores Li- 
cenciados D. Ignacio Vallarta, 
D. Matías Romero y D. Manuel 
Azpiroz, cuya muerte lamen- 
tamos. 
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temalteco, Sr. Lima; y que, puestos estos antecedentes en 
conocimiento de la Secretaría de Relaciones Exteriores, por 
ser ésta — como también es sabido por vosotros — la que tiene 
á su cargo todo lo concerniente á las relaciones internaciona- 
les que cultiva la República con las demás naciones, dicha Se- 
cretaría solicitó, por conducto de su Legación en Guatemala, 
la detención provisional del guatemalteco Lima. No igno- 
ráis vosotros tampoco qué el Gobierno de Guatemala con- 
testó que estaba impedido para hacer la detención, y más tar- 
de la entrega de su nacional, en virtud de estarle prohibido 
por el tratado de extradición vigente entre México y aquel 
país. 

Vamos á estudiar la cuestión únicamente desde el punto de 
vista jurídico internacional para averiguar: I (a) si México se 
ha extralimitado de los preceptos jurídicos que rigen alas na- 
ciones cultas sobre la materia, y (b) si ha obrado conforme á 
los precedentes diplomáticos, que él mismo ha venido obser- 
vando de su propio motivo desde hace más de 30 años, de con- 
formidad con la jurisprudencia establecida por la Corte Su- 
prema de Justicia de la Nación; y, finalmente II: si el Gobierno 
de Guatemala está realmente impedido para hacer la entrega 
de su nacional, tal como lo ha pretendido, según la contestación 
que ha dado al Gobierno Mexicano. Mas, antes de entrar en 
cuestión, séanos permitido exponeros siquiera someramente 
algunas nociones acerca de la extradición, para poder deducir 
en seguida lo conducente al objeto de nuestro estudio. 

Es cierto que la extradición se conoció en épocas muy re- 
motas. No nos detendremos á hacer una exposición sobre la 
parte histórica de ella, para no fatigar demasiado vuestra 
atención, y porque ella puede verse en tratados sobre la ma- 
teria. Bástenos decir que no es sino hasta los últimos 40 ó 50 
afios, cuando se ha desarrollado la doctrina, tal como la enten- 
demos hoy día. 

El eminente jurisconsulto. Peña y Peña, en su obra intitu- 
lada «Lecciones de Práctica Forense,» nos da á conocer el pri- 
mer caso acaecido en México, cuando á principios del año de 
1834, la Legación de los Estados Unidos solicitó de nuestro 
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Oobierno, la aprehensión y entrega del C. americano, Simón 
Martín, y que la primera Secretaría de Estado consultó al I. 
Colegio de Abogados de esta Capital, sobre: «I. Si el Gobierno 
debía ó no consignar al reo á las autoridades que lo reclama- 
ban. II. Si debía ponerlo en libertad; y III. Si debía hacerlo 
salir del Territorio Nacional.» 

El Colegio de Abogados, atendiendo á las leyes entonces vi- 
gentes, á saber, las de Partida, las de Recopilación de Casti- 
lla, así como á las doctrinas de sus comentadores, Gregorio 
López y Carie val, que sostenían con énfasis el tradicional dere- 
cho de asilo, así como á la falta de «usos» establecidos en la 
República sobre este punto, y á la práctica sobre el particular 
del Gobierno Americano — por ser éste el país requeriente en 
ese caso — dictaminó: «I. Que el Gobierno no podía ni debía 
<5onsignar al reo á las autoridades que lo reclamaban. II. Que 
á éste lo debía poner en libertad; y III. Que sin perjuicio de 
todo, podía tomar las medidas que creyera convenientes y fue- 
sen de su resorte, bien para observar la conducta del reclama- 
do ó bien para no consentirlo en el territorio mexicano.» (1) 

Sin embargo, esta resolución no quiso decir que México era 
entonces un asilo de criminales. Duras eran las disposiciones 
contenidas en la Ley de 12 de Marzo de 1828 y de su Reglamen- 
to relativa á los pasaportes y á los requisitos con que legalmen- 
te podrían introducirse los extranjeros á la República, á los 
documentos que debían recabar para permanecer en ella y al 
modo en que se les permitía establecerse. Las prevenciones de 
esa ley fueron reproducidas, aún con mayor severidad, por el 
Decreto de 13 de Diciembre de 1843 que contenía las conducen- 
tes para evitar que se introdujeran, en la República, extranje- 
ros vagos y aún criminales. (2) 

Cuando los tratadistas de Derecho Internacional, impulsa- 
dos por las exigencias relativamente modernas, que fueron 
causadas principalmente por los descubrimientos y perfec- 
cionamientos délos medios de comunicación y locomoción, co- 
menzaron á desarrollar doctrinas diametralmente opuestas á 
las que se conocían, entonces vino una reacción entre las Na- 

(1) Volumen II., pp. 24i et seq; publicado en México en 1839. 

(2) Derecho Internacional Mexicano. Tercera Parte, pp 375 et seq; pu- 
blicado en México en 1879. 
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ciones cultas y, con ella, nuevas prácticas sobre la extradi- 
ción. 

México siguió la senda trazada por esa evolución que sobre- 
vino en esta rama del Derecho Internacional, y negoció en 11 
de Diciembre de 1861 un tratado de extradición con los Esta- 
dos Unidos que estuvo vigente por 37 años. Este fué el primer 
convenio internacional que vino á regir en la República, no 
obstante que ella había celebrado con Espafia en 1845 un tra- 
tado sobre la materia y algunos años después otro con Gua- 
temala; pero ni uno ni otro llegaron á ser ratificados por razo- 
nes que ignoramos. 

Todo lo que antecede prueba que, no obstante las revueltas 
en que nuestra querida patria fué envuelta tan cruelmente en 
la primera mitad de su existencia política, los gobernantes 
que dirigían la nave del Estado do descuidaron cuestión tan 
importante, cual es la relativa á la extradición. 

Siendo, como loes, tan extensa la línea divisoria de México 
con los Estados Unidos, despoblada en grandes extensiones 
aún hoy día, fácilmente se comprenderá que en la primera par- 
te de nuestra vida independiente, fueran frecuentes y gra- 
ves los delitos cometidos en ambos lados del Río Bravo, 
por gavillas de aventureros formadas de individuos perver- 
sos de los dos países, y que estos delincuentes causaren per- 
juicios á los habitantes del Estado de Coahuila y Nuevo León, 
cuyo Gobernador, en atención á que no existía ningún tratado 
de extradición entre México y los Estados Unidos, se vio pre- 
cisado en Abril de 1861, á dictar algunas medidas enérgicas 
con el fin de reprimir á los que habían adoptado el sendero del 
crimen, válidos de la impunidad que les proporcionaba la in— 
mediación de la línea divisoria para refugiarse en uno de los 
dos países cuando en el otro se ejecutaba una de sus fecho- 
rías (1); medidas que ese Gobierno consultó previamente al 



(1) Estas medidas eran como sigue: I. Todo robo perpretado en territo- 
rio americano no deja de serlo porque la cosa robada se traslade al terri- 
torio de Nuevo Loón y Coaliuila. 11. Comprobado un hecho de esta clase, 
las autoridades políticas están en el deber de proceder de oficio ó á petición 
de parte, á la aprehensión de los malhechores, recogiendo de ellos las co- 
sas robadas ó de cualquiera persona que las tenga, ya sea en depósito ó- 
por compra, las cuales serán entregadas á sus dueños ó á los que los repre- 
senten, justificando antes su propiedad. III. Los delincuentes se manda- 
rán á Monterrey, á disposición del Gobierno y bajo segura custodia, levan- 
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Ejecutivo para recabar su aprobación, quien no solamente se 
la otorgó, sino que la Secretaría de Relaciones Exteriores dio 
instrucciones á la Legación de la República en Washington, 
para que las pusiera en conocimiento de aquel Gobierno, y 
para que gestionara ante el mismo á fin de que éste las 
adoptase por su parte y, finalmente, para que le manifesta- 
ra que México estaba dispue^o á elevarlas á un convenio 
6 para celebrar un tratado en toda forma sobre la materia. Así 
lo hizo el Encargado de Negocios — el Sr. Lie. D. Matías Rome- 
ro — quien manifestó al Departamento de Estado que las 
prevenciones del Gobierno Mexicano sobre el particular, 
habían sido dictadas con la mira de restablecer la moralidad y 
el bienestar de los pueblos colindantes. 

• El Sr. Seward le contestó que el Gobierno de los Estados 
Unidos apreciaba el espíritu recto y amistoso del Gobierno 
Mexicano y que ya daba instrucciones adecuadas sobre este 
asunto al nuevo Ministro Americano, que estaba por trasladar- 
se á la República, como en efecto se hizo; lo que dio por resul- 
tado, el primer tratado sobre extradición que celebró México 
con los Estados Unidos. 

En este tratado celebrado con los Estados Unidos, se esti- 
puló, en la segunda parte del artículo sexto, que ninguna de 
las Partes Contratantes quedaba obligada á conceder la extra- 
dición de sus propios ciudadanos. 

Es decir, no la concedía, pero tampoco la prohibía; luego era 



tándot^e precisamente por la autoridad política respectiva una acta en que 
86 consignará el hecho, comprobándose la culpabilidad de los que lo hayan 
cometido, con la deposición uniforme de dos testigos idóneos. IV. Caando 
por falta de esta prueba sólo hubiere indicios y estos fueren bastantes pa- 
ra proceder, se hará así, aprehendiéndose á los sospechosos, levantándose 
una acta en que se consignarán los indicios con referencia délos declaran- 
tes y remitiéndose al Gobierno con los presuntos reos. V. Respecto de las 
cosas robadas en territorio del Botado y llevadas al otro lado del Bravo, se 
procederá igualmente contra los culpables, seo^án el tenor de las preven- 
ciones anteriores, dejando á las partes el derecho de reclamar las cosas ro- 
badas en el Estado vecino, por los medios que lo sean posibles, sin que es- 
to se pueda hacer de oficio por las autoridades del Estado. Sin embargo, 
podrán dar álos interesados los documentos ó certificados que los pidan pa- 
ra acreditar el daño que hayan recibido. VI. Tampoco se pueden recla- 
mar ni entregar criminales, aun cuando esto se relaciono con las preven- 
ciones anteriores, por ser punto esencialmente reservado á un arreglo pre- 
vio entro los Gobiernos de ambos países.» (Véase el Volumen 1 pp. 811 et 
seq; de la «Correspondencia de la Legación >Iexicana en Washington du- 
rante la Intervención extranjera,» publicado en México en 1870.) 
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potestativa. La Suprema Corte de Justicia de la Nación así 
opinó en el juicio de amparo promovido por Domínguez y Ba- 
rrera, resuelto por ese Alto Tribunal el 25 de Mayo de 1878, y 
del cual hablaremos más adelante. 

Nos hemos anticipado á hablar sobre las teorías que han 
predominado sobre la extradición, para dejar de relieve el he- 
cho de que México, hace 30 años, adoptó la teoría de que 
no era contra la Constitución política ni contra el espíritu de 
ninguna ley, el entregar á sus propios nacionales; y que si no 
siguió haciendo siempre la entrega de éstos á los Estados 
Unidos, conforme á la facultad que le concedía la cláusula del 
Tratado de extradición, fué, ácausa de que ese Gobierno en- 
tonces no correspondió á la actitud asumida por el de México 
sobre el particular, como lo veremos después en los casos que 
se solicitaron, mutuamente, una y otra Nación. Mas, no por eso 
dejó México de castigar á sus nacionales delincuentes & quie- 
nes en seguida ponía á la disposición de la autoridad judi- 
cial competente para que los encausara y sentenciara. 



Volviendo á las teorías de extradición, diremos que los tra- 
tadistas se han dividido en dos escuelas: una que afirma que 
no puede hacerse la entrega de los que se solicitaren por un 
Gobierno amigo, á no ser que hubiere tratados que lo obligue; 
y la otra que sostiene que no es necesario este requisito pa- 
ra cumplimentar la solicitud hecha por una Nación amiga. 

Entre los casos más notables que están en consonancia con 
la segunda de estas escuelas, se encuentra e! concedido por 
los Estados Unidos al Gobierno de EspaBa en 1864, antes de 
que se celebrara un tratado de extradición entre esos países. 
El Presidente de los Estados Unidos, al dar cuenta al Senado 
sobre el caso de Arguelles, dijo lo siguiente: «Como no existe 
ningún tratado de extradición entre los Estados Unidos y Es- 
naíia, ni ninguna ley del Congreso que determina cómo deben 
egarse los fugitivos de la justicia en los dominios españo- 
la extradición á que se hace referencia en el Acuerdo del 
ido, se considera por este Departamento que se ha hecho 
irtud del derecho de gentes y de la Constitución de los 
idos Unidos. Aunque hay diferencia de opinión entre loa 
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tratadistas acerca de la conveniencia que existe de mostrar la 
debida cortesía hacia un Gobierno extranjero, entregándole, 
en virtud de su demanda, uno de sus nacionales acusado de 
haber cometido algún delito dentro de su Territorio, y aunque 
puede asegurarse que no existe la obligación nacional de ha- 
cer la entrega en virtud de tal demanda, á menos que esté san- 
cionado por un tratado ó una ley positiva, nunca debe una Na- 
ción prestar asilo á criminales peligrosos que han cometido 
delitos contra la raza humana; y es de creerse que si con justi- 
cia pudiere darse cumplimiento en algún caso á ese deber de 
cortesía internacional, aquel á que se refiere el acuerdo rela- 
tivo presentaba la ocasión adecuada para dar ese cumplimien- 
to. (1) 

Por lo que toca á Alemania, no existe ninguna ley ó regla- 
mento que impida la extradición sin tratado; pero parece que 
siempre que así lo verifica, exige la reciprocidad. (2) 

En cuanto á Italia, allí impera la doctrina que, con los Esta- 
do3 con los cuales no ha celebrado tratados, el Grobierno apli- 
ca el principio de que la extradición puede concederse bajo la 
promesa de reciprocidad. (3) 

La extradición se concede sin tratado en Francia, y aunque 
se pide la reciprocidad al país requeriente, esto no es absolu- 
tamente necesario. (4) Finalmente, parece que Austria-Hun- 
gría, Dinamarca, Canadá, Noruega y Suecia, conceden la ex- 
tradición libremente, y que en Bélgica, Grecia y Holanda, 
exigen que estén obligados por tratados, para concederla. 
Otro tanto puede decirse con respecto á los Estados Unidos y 
la Gran Bretaña, aunque ambas Naciones la han concedido 
sin tener tratado con los países requerientes. 

La primera teoría que opina porque haya tratado para dar 
cabida á una demanda de extradición, ha ido perdiendo terre- 
no, y ciertamente no es la que ha sostenido el Gobierno de 
México, como puede comprobarse por la Nota que el Sr, Se- 
cretario de Relaciones Exteriores dirigió, en 1881, al Ministro 
de España. 



(1) Moore Par. 27; Whoaton par. 116 c. 

(2) Moore. Obra citada, | 469. 

(3) Fiore. Obra citada, § 228. 

(4) Billot. Obra citada, pp. 54 y 55. 



14 

Dicha Nota dice así: «El Sr. Presidente, á quien di cuent^i 
-con la nota de V. E. en que pide la extradición de Alejandro 
Alvarez Mas, se sirvió acordar de conformidad, y al efecto 
dispuso que se dieran las órdenes correspondientes para la 
aprehensión del presunto reo. . . . En el caso de que se reali- 
ce esa aprehensión, no podrá efectuarse la extradición en 
virtud del párrafo 79 del título II del Tratado de extradición 
proyectado entre ambos Gobiernos, pues carece aun de fuer- 
za obligatoria; pero sentado como está ya por la Suprema Cor- 
te de Justicia de que puede el Gobierno conceder una extra- 
dición sin estar obligado á ello por tratados internacionales, 
el Sr. Presidente ha accedido á la demanda de V. E., rindiendo 
un tributo de respeto á la justicia universal que reclama la perse- 
cución del delincuente donde quiera que se haUe,* 

Esta d(X5trÍQa de la Secretaría de Relaciones Exteriores, la 
hizo suya la Suprema Corte de Justicia, en la sentencia que 
pronunció en 10 de Junio de 1882, cuando revocóla sentencia 
del inferior que había amparado al indiciado, y volvió á fun- 
dar otra sentencia por igual razón, el 14 de Diciembre de 
1896, cuando falló en contra de Héctor F. Piperno, que había 
alegado otro tanto en el juicio de amparo que promovió obje- 
tando el Acuerdo del Ejecutivo, en virtud del cual se conce- 
dió la extradición que en su contra había formulado el Go- 
bierno de España; pues el delito, por el que se le acusaba, 
«egún alegaba el quejoso, no estaba comprendido en el Tra- 
tado. Más adelante volveremos á hablar de estas dos ejecu- 
torias. Finalmente, la misma Secretaría de Estado acordó de 
conformidad á la petición que le hizo el Gobierno de los Es- 
tados Unidos de 1903, en contra del C. americano, Chas. Kratz 
por el delito de cohecho, que no estaba entonces compren- 
dido en el tratado entre ios dos países. (1) 



Volviendo al tratado ajustado con los Estados Unidos en 
1861, diremos que estuvo vigente hasta 1899, en ^ que caducó 
porque México lo había denunciado un año antes. 

En los 37 años que estuvo vigente, México hizo uso de la fa- 



(1) Boletín déla Secretaría de Relaciones Exteriores. Yol. XXII, pp. 
174 et. seq. 
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cuitad que le concedía la parte final del art. VI de ese tratado, 
y entregó á los mexicanos Domínguez y Barrera, cuya extra- 
dición le habían pedido los Estados Unidos. Mas, como este 
país, no entregaba á sus nacionales cuando le hacía México 
el requerimiento correspondiente, la República dejó de con- 
ceder á su vez á los suyos; lo que, junto con algunos inciden- 
tes delicados que surgieron con motivo de algunos casos de 
extradición, originó que en 1884 se ajustase un nuevo tratado 
sobre la materia, según consta en la Memoria de Relaciones 
Exteriores de 1885. Ignoramos la razón por la cual no llegó á 
ratificarse entonces ese proyecto de tratado. (1) 

Siguió, pues, rigiendo el tratado de 11 de Diciembre de 1861, 
hasta el 24 de Enero de 1899, y no obstante de que surgieron 
otros casos que pusieron nuevamente en evidencia, la nece- 
sidad de reformar el tratado entre México y los Estados 
Unidos. 

Entre estos casos debe tenerse muy presente el conocido 
con el nombre de los Hermanos Rowe(Chester y Richard), cu- 
ya extradición había solicitado, por el delito de peculado, el 
Gk)bierno de los Estados Unidos al de México en Julio de 1895. 
Nuestro Gobierno concedió la extradición de uno ellos — la de 
Richard — pero no la de Chester, porque éste, con anterio- 
ridad había adquirido la nacionalidad mexicana, y por consi- 
guiente, quedaba dentro de la facultad del Gobierno Mexica- 
no decretar ó no su extradición; y México optó por no entre- 
garlo, en virtud deque, como hemos dicho ya, aquel Gobierno 
no había hecho uso de esa facultad, cuando México le había 
requerido á los americanos que habían delinquido en su te- 



(1) Dice así la citada Memoria, en la parte conducente: cOtro asunto 
interesante de que debo dar cuenta á la Representación Nacional es la 
de un nuevo tratado de extradición de criminales, entre nuestro Ministro 
el Sr. Don Matías Romero y el ex-Secretario de Estado, 8r. Frelinhuy- 
sen, con el objeto de reformar algunos puntos del tratado vigente de 11 
ee Diciembre de 1861, que en la práctica han presentado dificultades. Aun- 
que dicho tratado está sometido en estos momentos á la deliberación de 
nuestra Cámara de Senadores y aunque todavía no ha sido aprobado por 
la de los Estados Unidos, creo deber consignar aquí que entre otros pun- 
tos figuran: I. La necesidad de aclarar la última parte del artículo VI del 
tratado de rtl, para que quede consignado de una manera indudable que 
los Gobiernos de los dos países puedan entregarse reciprocamente sus 
propios nacionales, cuando aní lo exigiere la conveniencia de no dejar im- 
punes á los delincuentes. 



16 

rritorio. Entonces la Legación de los Estados Unidos en esta, 
ciudad, pretendió, fundándose en los raciocinios de su apodera- 
do, el señor Lác. Alfar o, de que no debería considerarse al ci- 
tado Rowe como ciudadano mexicano, en virtud de que éste se 
había hecho mexicano precisamente para evitar la extradición; 
y por consiguiente la nacionalidad, así adquirida, era fraudu- 
lenta. Por la razones tan magistralmente expuestas por la 
Secretaría de Relaciones Exteriores, (1) no se consideraron 



(1) Véase el Boletfn de la Srfa. de Relaciones Exteriores. Vol. I. pp. 79 
et seq; que en lo conducente dice; «La llamada fraudulencia no existe en 
realidad, pues que fueron ciertos los hechos alegados por Rowe para pe- 
dir su naturalización, y esos son los que requiere la lev (la Constitución 
misma de esta República) para nacionalizar á un extranjero que adquiere 
en México bienes raíces. !No exige que el fin sea este ó el otro, de acuer- 
do, ó no, con los fines de la justicia universal. No exige ni aún la volun- 
tad directamente expresada del interesado; declara mexicano al extranje- 
ro que adquiere un bien raíz y omite manifestar su deseo de conservar su 
nacionalidad primitiva. En vista de declaración tan terminante, es inútil 
alegar que hubo fraude, no en la naturalización misma, que fué confor- 
me á la ley, sino en el fin ó intención con que pudo habérsela procurado C. 
W. Rowe, toda vez que la intención oculta con que se procede en tales 
casos no produce, aun descubierta, ningunos efectos legales. Por otra 

Ímrte, aun cuando el manejo que se atribuye á Rowe sirva para esquivar 
a justicia del país de origen, no ha de servir en infinidad de casos, entre los 
cuales se enumera el presente, para eludir la justicia de México. Si en 
algún caso remoto la naturalización mexicana de un delincuente extranje- 
ro puede producir el efecto de dejarlo impune, esa es consecuencia inelu- 
dible de las limitaciones que todavía tiene la extradición en todos los país 
ses, aún los más adelantados, como sucede en los Estados Unidos, donde 
ni la ley sobre extradición, ni los tratados sobre ella comprenden á todo- 
Ios autores de delitos comunes; por lo cual quedan muchos sin castigo, 
refugiándose en aquel territorio. También hay impunidad, por modo ine- 
vitable, en el pais de usted, para los que se naturalizan ocultando que 
han cometido un delito en otro país, supuesto que en los Estades Unidos, 

Sor regla general, no se castigan los delitos cometidos en el extranjero. 
\o ofrece, por lo mismo, en esta materia, mayores inconvenientes la le- 
gislación mexicana, que la de otras naciones. Por el contrario, la nuestra 
hace que el inconveniente de la impunidad sea de muy rara ocurrencia, 
facilitando en multitud de casos el castigo en México de un crimen come- 
tido en el exterior, como sucede en el caso de C. W. Rowe. El segundo 
alegato con que pudiera fundarse la extradición hoy rehusada consiste, 
según he indicado antes, en decir que la naturalización, aunque legítima, 
es insuficiente para impedir la responsabilidad criminal que ya tenía Rowe 
contraída en su patria. Mas declarar esa naturalización insuficiente para 
algo, sería limitarla, como no la limita la ley, única que ha podido hacer- 
lo y no lo hizo ciertamente; pues entre nosotros todo naturalizado tiene 
los* mismos derechos que el natural de país, sin más restricción que el no 
poder ocupar algunos puestos públicos para los cuales se requiere el naci- 
miento en México. Decir, por otra parte, que se da á la naturalización de 
Rowe un efecto retroactivo sería completamente infundado, porque no se 
ha querido atribuirle el carácter de mexicano en actos que ejecutara an- 
tes de serlo, sino considerarlo con nuestra nacionalidad cuando ya la te- 
nía: á saber, en el momento en que se pidió su extradición. Esta se niega 
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de suficiente valor aquellos raciocinios y, por ende, el Gobier- 
no Mexicano insistió en que mientras alguno de sus Tribu- 
nales no declarare que dicha naturalización era nula, el Gobier- 
no Mexicano debía considerarla como válida, y verificada 
como lo fué conforme á las leyes mexicanas. 

Además, el Sr. Mariscal dijo que no porque se negaba la 
extradición de Chester Rowe, dejaría de quedar su delito im- 
pune, pues los Tribunales Mexicanos se encargarían desde lue- 
go de encausarlo, como en efecto sucedió, con la particularidad 



porque, siendo Rowe mexicano en virtud de la ley, no hay obligación de 
entregarlo en ningún caso y por ningún hocho' o-.'-urrido en cualquier 
tiempo. Antes de pasar á otras consideraciones, examinaré el valor que 
pueda tener, en la cuestión que nos ocupa, un hecho alegado por el pa- 
trono de Mr. Forsee. Se dice, y es una verdad, que en el tratado de ex- 
tradición vigente entre México y £spaña hay un artículo (el 4^ en su 2a 
parte), por el cual se conviene en que la naturalización de un subdito ó 
ciudadano de una de las partes contratantes no impedirá su entrega soli- 
citada por un delito cometido antes de esa naturalización. Efectivamen- 
te, así lo dice ese artículo; pero no se expresa en él que este sea un prin- 
cipio de derecho internacional do general aplicación, sino que es una es- 
tipulación especial de dicho tratado, inaplicable por lo mismo á otras 
naciones, que no pueden invocarla ni aún en el caso en que pudiera alegar 
para ello el tratamiento de la nación más favorecida. Así está resuelto en 
los Estados Unidos, donde el Procurador General, Caleb Cushing, dijo: 
«Engagements oí extradition, whether of fugitives from justice or f rom 
service, stand in each case on particular stipulations of treaty, and are 
not to be inferred from the «favored nation» clause in treaties.» (6 op. 
148, Cushing 1853): autoridad confirmada por Mr. J. C. B. Davis, en sus 
Notas, según Wharton (Dig. of Int. Law 135). No hay, pues, nada que 
funde el derecho de exigir la extradición de C. W. Rowe. Quedaría, sola- 
mente, la posibilidad de solicitarla como un acto discrecional del Gobier- 
no Mexicano fundado en la conveniencia mutua, ó como una muestra 
de deferencia al Gobierno que la solicita. La mutua conveniencia no 
existe; porque ella consistiría principalmente en que México pudiera es- 
perar la reciprocidad de los Estados Unidos, y eso es imposible desdo 
el punto en que el Gobierno de Ud. no ha correspondido hasta ahora á 
la conducta de este Gobierno que le entregó en 1877 unos mexicanos, no 
obstante que el tratado de extradición no lo obligaba á ello, habiendo so- 
licitado la promesa de reciprocidad, sin haber podido obtenerla. En cuan- 
to á la disposición del Gobierno de México á mostrarse d«iferente con el de 
vd., ella es de lo más grande y sincera, sujeta, sin embargo, como es na- 
tural, á otras consideraciones de justicia y conveniencia. Lo que una vez 
hizo este Gobierno, q ue fué prescindir de la consideración debida al delicado 
sentimiento nacional, sea ó no justo, contrario á la entrega de un mexica- 
no, lo haría de nuevo en igualdad de circunstancias. No lo puede hacer 
hoy que estas varían radicalmente; pues no sólo ha visto que no puede 
obtener reciprocidad, sino que ahora no se trata; como entonces, de un 
crimen horrendo, enteramente extraordinario, de un asesinato que escan- 
dalizó á la frontera en uno y otro territorio. Se trata, sin duda, de un de- 
lito repugnante, como lo son todos, pero no de proporciones colosales, no 
de aquellos que horrorizan á la humanidad. Faltaría, por lo mismo, una 
razón suficiente para apartarse de la regla general, que condena la entre- 
ga (y sin reciprocidad) de los propios nacionales. Ale parece incuestiona- 
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de que fué sentenciado á una pena mucho mayor de la que 
probablemente habría recibido si hubiera sido juzgado por 
los Tribunales de los Estados Unidos. No solamente México 
ofreció el castigo del delincuente, sino que en la Nota, que el 
Sr. Mariscal dirigió con este motivo al Representante de los 
Estados Unidos, le propuso que se celebrara un nuevo tra- 
tado sobre la materia entre los dos países, que fuera más ex- 
plícita que el que regía entonces (el de 61), en lo concerniente 
á la entrega de los propios nacionales, siempre que ajuicio, de 
cada Gobierno, así lo creyere más prudente. 

Estas gestiones del Gobierno Mexicano dieron por resulta- 
do el tratado vigente entre las dos Naciones sobre extradición, 
al que, de paso diremos, que se le agregó un artículo adicio- 
nal en Marzo de 1903, en virtud del cual, queda incluido el de- 
lito de cohecho á la lista de los delitos, por los cuales se puede 
solicitar la extradición. 

Por lo expuesto, se verá que México siempre ha sido parti- 
dario de la doctrina de que cada Gobierno debe estar faculta- 
do para entregar á sus propios nacionales, siempre que la 
naturaleza y gravedad de los delitos por los cuales se acusa á 
éstos, así lo amerite el respeto debido á los altos intereses 
de la justicia universal. 

Al hacer uso ó pedir que se haga uso de la facultad de entre- 
gar á los nacionales, se entiende que el Gobierno Mexicano 
interpreta esa facultad no de una manera caprichosa ni arbi- 
traria, sino ilustrada por las consideraciones de conveniencia 
nacional que en cada caso se deben tener presentes, y sujeta 
á las reglas del derecho de gentes. Este, que no garantiza la 
impunidad del crimen, tiende hoy, por el contrario, á hacer 



ble que, cuando este Gobierno une á la nefijativa de la extradición de Rowe, 
su consignación á los tribunales mexicanos para que lo juzguen, no puede 
en justicia esperarse de él otra cosa, lia cumplido con la obligación mo- 
ral que tendría á este respecto, obligación que siempre es alternativa: ó 
de entregar al delincuente ó de juzgarlo si sus leyes se lo permiten. Esta 
doctrina es muy antigua y se funda en la opinión del escritor qne puede 
llamarse padre del Derecho Internacional. Véase (Grotius, DejureBelli 
ac Pacis Lib. II, cap. XXI, parf. IV, 3).> 

No está por demás, agregar que conforme á la fracción del artículo X 
de la ley de 19 de Mayo de 1897, se ha resuelto esta cuestión, en el sentido 
de que los naturalizados en la República se entregarán al Gobierno extran- 
jero que los reclame, si su extradición se pidiere dentro de dos años coata- 
dos desde la fecha de la naturalización. 
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reconocer la máxima de que el territorio extranjero no debe 
ser un asilo para criminales, enemigos de la humanidad. 

Debido á estos incidentes, el Gobierno Mexicano denunció 
el tratado de 1861, el cual dejó de subsistir el 24 de Enero de 
1899. Vino á reemplazarlo el de 22 de Febrero de ese mismo 
aflo, pero por cerca de un mes en que tardó en regir el nuevo, 
el Gobierno Mexicano aplicó su ley sobre la materia de 19 de 
Mayo de 1897, á los casos en que lo solicitó el de los Estados 
Unidos, y que fueron los de W. M. F. Bryce, (1) y Jas Tem- 
ple (2). 

En este nuevo tratado, se ajustó que: "Ninguna de las Par- 
tes Contratantes estará obligada á entregar por virtud de las 
estipulaciones de esta Convención á sus propios ciudadanos; 
pero el Poder Ejecutivo de cada una de ellas tendrá la facul- 
tad de entregarlos si, á su discreción, lo creyere convenien- 
te." Según este tratado, se ha presentado ya el caso en que el 
Gobierno Americano ha entregado á uno de sus nacionales — y 
con la particularidad de que era mujer — al Gobierno de México 
que la solicitó (3); y otro tanto ha hecho nuestro Gobierno 
cuando se le ha solicitado la extradición de uno de sus nacio- 
nales (4), con la especialidad de que, en virtud de la Circular 
expedida por la Cancillería Mexicana el 18 de Enero de 1892 
vigente todavía, el Ejecutivo exige que el indiciado cuya ex. 
tradición ha sido solicitada, pruebe en autos la ciudadanía me- 
xicana que dice tener. (5) 

Además de los tratados con los Estados Unidos y Guatema- 
la, la República ha celebrado convenios sobre extradición en 
1881 con España y Bélgica, y con Italia en 1899, que vino á sus- 
tituir al anterior celebrado con este Reino en 1870. 

El tratado con Bélgica, en su artículo I, contiene una estipu- 
lación respecto á nacionales, idéntica á la contenida en el tra- 
tado celebrado por la República con Guatemala. 

En el artículo IV ajustado en el tratado con España en 1881, 
se estipula que: "Ninguna de las partes contratantes aquí ci- 



(1) Boletín de la Secretaría de Relaciones Exteriores. Vol. V. p. 271. 

(2) „ „ „ „ „ VII. p. 195. 

(3) Boletín de la Secretaría de Relaciones Exteriores. Vol. VIII. p. 261 

(4) „ „ „ „ „ VIII. p. 331 

(5) ,, ,, ,, ,, ,, XX. p. 20 
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tadas estará obligada á entregar á sus propios ciudadanos 6 
subditos, en virtud de las estipulaciones de este tratado." 

En lo concerniente á este propio asunto, por el artículo III 
del tratado con la Gran Bretaña, se convino, que: "cada uno de 
los dos Gobiernos, puede, á su exclusivo arbitrio, rehusar la 
entrega de sus nacionales al otro Gobierno. " 

Finalmente, en el tratado con Italia se lee: "Art. III. La 
extradición podrá ser concedida, según el prudente arbitrio 
del estado requerido, aun por delitos no comprendidos en el 
artículo precedente, cuando lo permitan las leyes de los Esta- 
dos contratantes que estén vigentes al hacerse la demanda." 

Como se ve, en todos los tratados vigentes que tiene México 
sobre la materia, ninguno contiene una cláusula prohibitiva 
acerca de la entrega de sus nacionales, sino que es potestativa 
tanto para ella como para las otras Naciones con quienes está 
ligada de esta manera. 




Ya hemos dicho en otro lugar que México celebró con Gua- 
temala un Tratado de Extradición el año de 1850 y que igno- 
ramos las razones por las cuales este país no llegó á ratificar- 
se. Sin embargo, antes de que existiese ese convenio, Mé- 
xico obsequió los pedimentos que le formuló Guatemala 
respecto á la entrega de aquellos que habían delinquido 
en su territorio, en términos que no dejan la menor duda, 
acerca de los sentimientos elevados que siempre ha abrigado 
el Gobierno Mexicano, para acoger y hacer suyas las doctri- 
nas y principios más sanos y liberales sobre la extradición; 
sentimientos — que es justo decirlo — también abrigaba enton- 
ces el Gobierno de Guatemala. Citaremos alguno de esos 
casos: 

En Julio de 1890, el Gobierno de Guatemala fué solicitado 
por el de México para que le concediera la extradición del me- 
xicano Panlagua, presunto asesino de un subdito alemán, y el 
cual crimen fué cometido en el Estado de Chiapas. 
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En el acuerdo del Gobierno de Guatemala que recayó sobre 
el caso de que se trata, y que fué favorable parala petición de 
México, entre otras cosas decía: «que tuvo presente para de- 
cretarla, que Quatemála estima corno un deber suyo coadyuvar á 
los altos fines de la justicia.* (1) 

Este caso es curioso — digámoslo entre parentisis— porque 
Guatemala quiso aplicar á él, los principios comunes de su 
país que rigen sobre la detención preventiva. (2) 

Guatemala dijo á México en el caso del Barón de Koenig- 
sau, lo siguiente: «Que creyó oportuno lograr que las autori- 
dades mexicanas le prestara á las nuestras su cooperación, 
que exigían de consuno la moralidad pública ofendida y los 
intereses particulares burlados,» y agregaba el Sr. Martínez 
Sobral, Secretario de Relaciones Exteriores de aquella Repú- 
blica, que: «como ni Guatemala ni México desean la impuni- 
dad de los delincuentes que, transponiendo los límites de uno 
ú otro país, harían escarnio de los fueros de la justicia, y como 
ya no sólo la conveniencia sino la moralidad demandan de los 
pueblos cultos que contribuyan á hacer fácil y expedita la 
acción de los tribunales para el castigo de grandes crímenes, 
no vacua mi Gobierno en esperar en este caso como ocurrió 
no ha mucho en otro caso, que el de V. E. dé pruebas de su 
deferencia á Guatemala, acordando la extradición de que se 
trata.» 

Cuando el expresado Sr. Martínez Sobral supo que el Go- 
bierno Mexicano había acordado de conformidad á la petición 
del de Guatemala, dirigió una nota á la Legación de México 
en Centro América, en la cual se hallan estas frases: «La cul- 
tura del Gobierno de V. E. demostrada en su deseo de coope- 
rar á los altos fines de la justicia, obliga la reciprocidad de 
Guatemala para casos análogos, y sirve de precedente, según 
el cual pudiera afirmarse que ni México dará asilo á los ciuda- 
danos procedentes de este país, ni gozarán de amparo en Gua- 
temala los reos de grave delito que hayan delinquido en la Eepú- 
hlica vedna,* 

Por su parte, el Ministro de Guatemala en esta ciudad se 
había dirigido al Secretario de Relaciones Exteriores, solici- 

(1) Correspondencia Diplomática Mexicana. Vol. VI, paj^. 711. 

(2) „ „ „ „ pag. 701. 
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tando la entrega del citado Barón Koenigsau, que era subdito 
ruso y que había cometido una estafa en Guatemala. El sefior 
Mariscal al poner en conocimiento del Ministro de Guatema- 
la que había decretado su petición favorablemente, lo hizo en 
estos términos: «Tengo la satisfacción de decir á V. E. que, 
no obstante no existir tratados de extradición entre nuestros 
respectivos países, y á pesar de que el firmado hace largo 
tiempo en esta ciudad con el representante de Guatemala aún 
no se ha ratificado por aquel país, el Sr. Presidente de la Re- 
pública deseando que el Territorio Mexicano no sirva de asüo 
á oí^iminales, ha tenido á bien conceder la extradición etc.» 

En este caso hay además que advertir que México obsequió 
y diligenció las rogatorias que le encomendó Guatemala sobre 
el particular; y que más tarde la Legación Mexicana por sú- 
plicas del citado Barón Koenigsau tuvo que intervenir en lo 
privado con aquel Gobierno para que fuese tratado humanita- 
riamente por las autoridades de ese Gobierno, mientras du- 
rase su juicio. 

Poco después, pudo el Gobierno de Guatemala correspon- 
der á las prácticas diplomáticas mexicanas sobre extradición, 
en el caso de Guadalupe Arrióla, acusado de homicidio y cuya 
extradición fué decretada por Guatemala, á pedimento de 
México, á fines del año de 1893. El Ministerio de Relaciones 
Eixteriores de Guatemala dijo al Sr. Encargado de Negocios 
de México lo siguiente: «Consideraciones sociales de alta im- 
portancia y de trascendencia indiscutible, exigen imperiosa- 
mente la extradición de Arrióla aunque no hubiese habido un 
tratado internacional, revestido de las formas que el Derecho 
establece. Entre pueblos fronterizos que pertenecen poco más 
ó menos á una misma raza y que tienen no sólo puntos de con- 
tacto, sino también bases comunes qne preceden á la identi- 
dad de intereses sociales y de la solidaridad histórica, no es 
posible pretender que se observen esas reglas severas y rigu- 
rosas que pueden normar la conducta de Naciones que se en- 
cuentran á largas distancias. El eminente estadista Piore en 
su obra intitulada «Extraterritorialidad» de la ley penal, y con 
él muchos notables jurisconsultos, defienden la teoría de que 
atendido el grado de relaciones á que han llegado hoy los pue- 
blos actuales, la conveniencia de que el crimen no quede impu- 
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ne, sólo porque el criminal ha logrado traspasar una frontera 
convencional y la necesidad de que la justicia triunfe en el 
mundo, no es necesario para otorgar la extradición, que pre- 
ceda la celebración de un tratado, y mucho menos cuando se 
debe castigar al que ha tenido la avilantez de cometer uno de 
esos crímenes que, como el homicidio y el asesinato, alarman 
la conciencia honrada, conmueven á las sociedades y amena- 
zan álos individuos. Poco importa para nosotros que no se 
no se hubiese canjeado el tratado que sobre extradición de 
reos se ajustó entre esta República y la de México. La grave- 
dad del crimen de que se acusaba á Arrióla, la conveniencia de 
que se favorezcan mutuamente los pueblos que tienen relacio- 
nes íntimas; la necesidad de que la justicia universal se realice 
en cuanto sea posible, y las consideraciones de deferencia, 
cortesía y reciprocidad, deciden al Gobierno á resolver, por 
medio de un acuerdo, dictado el 22 de Diciembre último, que 
se entregara á las autoridades mexicanas al reo de homicido, 
Manuel Guadalupe Arrióla, bajo el concepto de que á éste no 
sele impondria la pena de muerte, para conciliar así los debe- 
res de justicia con los de humanidad. Los tratados internado- 
nales sobre extradición de reos son buenos para fijar el procedi- 
miento que asegure las garantías individuales^ los casos de extra- 
dición y otros pormenores de menor importancia; pero no tiene to- 
do eso tan gran significación^ cuando se persigue el castigo de uno 
de esos delitos atroces que condenan las legisktdones de todo el mun- 
do. (1) 

El año siguiente, en 19 de Mayo de 1894, se ajustó en la 
Ciudad de Guatemala un tratado de extradición entre ese país 
y el nuestro, que es el vigente, y en el cual se encuentra la cláu- 
sula (art. I) que ha pretendido el Gobierno de Guatemala que 
le prohibe la entrega de su nacional. 

Sin jactarnos de saber interpretar la Constitución de Gua- 
temala, nos permitimos sin embargo afirmar que no hemos 
encontrado ninguna disposición en aquella Constitución que 
prohibe el entregar á sus nacionales. Tampoco conocemos 
que haya una ley secundaria y expedida por el Congreso de 



(1) Memoria de Relaciones Exteriores de Guatemala correspondiente al 
año de 1894, pp. 68 y 69. 
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Guatemala, que contenga tal prohibición, ni sabemos tampo- 
co que el Gobiernode Guatemala haya hecho valer argumen- 
tos contrarios á nuestra opinión sobre lo anterior, en la con- 
testación que ha dado en este caso de extradición al Gobierno 
Mexicano. 

En consecuencia, su negativa la deriva exclusivamente de 
la prohibición terminante que dice le impone el tratado vigen- 
te sobre la materia entre las dos Naciones. 

Nos atrevemos á contrariar tal interpretación, fundándonos 
en los razonamientos que hizo uno de nuestros más distingui- 
dos constitucionalistas, el Lie. Vallarta, cuando se presentó 
un caso análogo en ]a Corte Suprema de la Nación, de la cual 
era su Presidente. Se trataba de la interpretación del artícu- 
lo VI del tratado de extradición entonces vigente entre Me- 
co y los Estados Unidos, que contenía una cláusula análoga 
á la que contiene el tratado vigente entre Guatemala y Méxi- 
co. Afirmó entonces el Sr. Vallarta, que aseverar que dicho 
artículo prohibía á México la entrega de sus nacionales, era 
desconocer el valor de las palabras del idioma; y hacía una 
comparación entre aquel tratado y el vigente en aquella fecha 
con Italia (1) que sí prohibía expresamente la extradición de 
los nacionales, afirmando que entre uno y otro mediaba toda 
la distancia entre la prohibición y la libertad; (2) y que si 
aquel tratado hubiera querido restringir siquiera aquella li- 
bertad, habría usado otras palabras que ñola dejaran viva; 
por lo que querer entender ambos tratados en el mismo sen- 
tido prohibitorio, era cosa que no lo consentía el significado de 
las palabras. Destruido como lo hizo ese argumento, el Sr. 
Vallarta siguió destruyendo los demás que se habían presen- 
tado en ese caso; y que, en cuanto á la extradición es una es- 
pecie de acto de crueldad, rechazó tal cargo manifestando que 
la extradición de nacionales, lejos de ser un acto de barbarie, 
era por el contrario un desiderátum de los publicistas contem- 
poráneos más ilustrados; era una tendencia hacia el mejora- 
miento internacional de los pueblos; era, en fin, una exigencia 
de la civilización que no quiere que ante las fronteras se de- 



(1) Votos de Vallarta. Vol. t, pp. 1 et seq. 

(2) Dicho tratado fué en 1899 sustituido por el que en la actualidad rige 
entre México é Italia, que no contiene tal prohibición. 
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tenga la ación de la justicia. En cuanto á que la entrega délos 
nacionales es un acto de humillación, rebatió el Sr. Vallarta 
esta opinión, citando á varios casos y autores ingleses que son 
los más celosos en velar por las garantías de sus nacionales, 
que establecen precedentes y doctrinas, al efecto de que no 
era ni indecoroso ni humilUante el entregar á sus propios na- 
cionales delincuentes, al serles solicitados por una Nación 
amiga. 

Finalmente, el propio Sr. Vallarta refutó el cargo de que la 
ConstituciónPolítica prohibía al Ejecutivo hacer entrega de sus 
nacionales, diciendo aquel eminente jurisconsulto que lejos de 
existir en la Constitución un precepto que lo!prohibiera, creía 
que el art. 15 lo autorizaba, puesto que sus prohibiciones sólo 
se refieren á los presos políticos y á los esclavos y nada dice 
de los mexicanos- 

Mas no podemos conceder al Grobierno guatemalteco que el 
punto de que se trata sea de dudosa interpretación. 

Decimos, y con toda franqueza, que tal como está con- 
cebido el artículo relativo del tratado de extradición entre 
México y Guatemala, no tiene en tesis general una obligación 
perfecta ninguna de ellas para entregar á sus nacionales de- 
lincuentes. Entendemos que el Gobierno Mexicano no ha sos- 
tenido lo contrario como principio abstracto. Pero en el pre- 
sente caso, y en atención á las circunstancias eSpecialísimas 
del mismo, que son de un orden moral y político, Guatemala 
debió haberlas tenido muy presentes antes de resolver el ca- 
so, porque nada menos que el honor y la adhesión á los prin- 
cipios de justicia universal, estaban de por medio. Pero no 
queremos tocar estas cuestiones de por sí delicadas y acerca 
de las cuales ya cada uno de vosotros habrá formado en con- 
ciencia las deducciones lógicas sobre el particular. Nuestro 
propósito ha sido exclusivamente el dejarlas anc>tadas en este 
lugar. 

Si el Gobierno de Guatemala ha querido fundar la negativa 
de la detención provisional del General Lima sosteniendo que, 
como asuntos de esta índole, son del resorte del derecho pe- 
nal, y habiendo una duda sobre este punto — á su sentir — de- 
be dársele una interpretación en sentido restrictivo como se 
hace en casos análogos, permítasenos contestarle que los tra- 
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tadistas Moore, (1) Billot, Calvo, Piore, Félix y Pradier-Fode- 
ré (2), eminencias en el Derecho Penal Internacional, recono- 
cidos en el mundo civilizado, opinan en sentir contrario, consi- 
derando á la extradición como un contrato, y por consiguien- 
te, sostienen que no les son aplicables las reglas del Derecho 
Penal, sino las del Derecho Civil. En consecuencia, estos dis- 
tinguidos autores no consideran á la extradición ni como jui- 
cio ni como parte del Derecho Penal; y siendo esto así, opinan 
que en asuntos sobre interpretación acerca de la materia — 
cuando realmente la hubiere — entonces debe ser regida ésta, 
por principios muy liberales. Podemos agregar que esta es la 
observancia moderna sobre el particular, según opina el emi- 
nente Profesor Hav^ley , que cita el Sr . Godoy en su obra sobre 
extradición, (3) así como el Lie. Velasco Rus en el erudito estu- 
dio que hizo sobre la materia como Agente del Ministerio Pú- 
blico en el juicio de amparo que ante el Juzgado 29 de Distri- 
to promovió el subdito italiano H. Piperno (4) 

La Secretaría de Relaciones Exteriores siguió recientemen- 
te esta doctrina en el caso de Kratz, solicitado por el Gobierno 
Americano. Al conceder la extradición, la fundó el Acuerdo 
del Ejecutivo, entre otras razones de peso en uno de sus «Con- 
siderandos,* en que: como todo lo que se relaciona con la ma- 
teria (la extradición), debe darse una interpretación extensi- 
va atendida á la marcada y saludable tendencia de todos los 
pueblos cultos á conceder la mayor amplitud posible á la ex- 
tradición en favor de los altos intereses de la justicia y mutua 
conveniencia. 



(1) A Treatise on Extradition and State Rendition. 

(2) Traite de Droit International public. Vol. III. 

(3) Godoy, Tratado de Extradición. 

(4) Boletín de la Secretaría de Relaciones. Vol XVII. PP. 175 et seq. 
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CONFERENCIAS INTERNACIONALES AMERICANAS 



I. Primera Conferencia celebrada en Washington. 

En la primera Conferencia de este carácter celebrada en 
Washington, en 1889-90 se aprobó la siguiente resolución: 

«La Conferencia Internacional Americana resuelve reco- 
mendar á los Gobiernos de las Naciones Latino Americanas, 
el estudio del tratado de Derecho Penal Internacional, ajusta- 
do por el Congreso Sur-Americano de 1888 en Montevideo, 
para que dentro de un año contado desde la fecha de la clau- 
sura de esta Conferencia expresen si se adhieren á él .... > 

El Sr. Zelaya del Perú, Presidente de la Comisión Dictami- 
nadora sobre extradición en la primera Conferencia Interna- 
cional, al fundar el primer artículo de ese tratado, dijo: 

«En materia de jurisdicción prevalece el principio de la ley 
territorial y la potestad de los jueces en cuyo territorio se co- 
meten los delitos. Lo natural, lo justo, es que el derecho de 
represión toque al Estado cuyas leyes han sido infringidas y 
á cuya soberanía se ha atentado con la comisión del crimen. 
Lo natural y justo es que el proceso se sustancie y termine 
allí donde el hecho delictuoso ha sido perpetrado, donde se en- 
cuentran los instrumentos y las pruebas de ese mismo hecho, 
donde se hallan los cómplices que en él han tomado participa- 
ción y donde puede recogerse la mayor suma de datos para el 
esclarecimiento del propio hecho. Es, pues, déla competencia 
del Tribunal territorial la secuela de los procesos y la imposi- 
ción del castigo á que los culpables se han hecho acreedores.» 

Citó en seguida los luminosos argumentos expuestos en el 
Congreso de Montevideo, cuando se formuló este principio. 

Por su parte, el Delegado de Colombia expuso lo siguiente:. 
«Es una novedad de este proyecto la consagración del princi- 
pio de que no hay diferencia de nacionalidades por la extradi- 
ción, y este es un gran paso, porque hasta ahora se ha preten- 
dido por muchos gobiernos, sostener la doctrina, absurda & 
mi modo de ver, de que no se puede entregar al regnícola que 
ha cometido un delito en país extranjero y que se refugia des- 
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pues en su propio país, en fuerza de una injustificable protec- 
ción que la patria dispensa á sus naturales. Este es un prin- 
cipio nuevo que creo todavía no está sancionado. Se trata de 
la extradición en todas las naciones del continente, y creo que 
sería muy importante que fuese expresa y explícitamente 
consagrado.* 

No estuvo menos expresivo lo que manifestó el Delegado 
Chileno, al efecto de que: <rengo instrucciones de mi Grobier- 
no para declarar que él acepta la modificación que introduce 
el tratado, con relación á lo que se llama la extradición délos 
nacionales. Sobre este punto he tenido una convicción anti- 
gua que he sostenido en tratados internacionales, afirmando 
que no puede haber excepciones semejantes. Yo entiendo que, 
tratándose de un delito que debe ser causa de extradición de- 
be ser entregado el nacional como el extranjero, y que el úni- 
co país que debe juzgar el delito será aquel en que se cometió.» 

Y para comprobar la parte que sobre este asunto tomó 
en dicha Conferencia la Delegación Mexicana, transcribimos 
lo que dijo el jefe de dicha Delegación — el Lie. Don Matías Ro- 
mero — en esa Asamblea: 

«Respecto del otro punto de la extradición de los propios 
ciudadanos, el tratado de Montevideo realmente contiene un 
principio nuevo, mucho más avanzado del que generalmente 
se había aceptado hasta aquí. No se negaba, como dijo alguno 
délos Sres. Delegados, este punto. La cláusula general de to- 
dos los tratados es clara y está concebida en estos términos, po- 
co más ó menos: «Ningún Estado está obligado á entregar á sus 
propios ciudadanos,* lo cual dejaba al arbitrio de cada Gobier- 
no, y en cada caso, decidir si entregaba ó no á sus ciudadanos. 
México tiene sus tratados con los Estados Unidos exactamente 
con estas palabras, y en en este país se entiende que estoque 
nosotros consideramos como autorización á cada Gobierno para 
decidir en cada caso la entrega de sus ciudadanos, se consi- 
dera como una restricción de la facultad del Presidente délos 
Estados Unidos para entregar á los ciudadanos de este país, 
porque conforme á la legislación establecida aquí, el Presiden- 
te no tiene más facultades que las que expresamente se le 
conceden por la Constitución ó las leyes; y no ha entendido el 
Procurador General de los Estados Unidos que la frase de que 
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cada pais tiene el derecho de entregar á sus propios ciudada- 
nos, dé al Presidente de los Estados Unidos, derecho para ha- 
cer esa entrega. 

«De manera que, prácticamente, al paso que nosotros en- 
tendemos que el Presidente está autorizado para entregar á 
sus ciudadanos como ha entregado á un considerable número 
de mexicanos, respecto de este Gobierno, jamás hemos logra- 
do que se nos entregue á un solo ciudadano de este país, por- 
que el Gobierno manifiesta que el Presidente de los Estados 
Unidos no está facultado para hacer esta entrega. Con ob- 
jeto de obviar estas dificultades se celebró un tratado que 
todavía no se canjea y en el cual se modifica un tanto la fra- 
seología; en vez de decirse «Ningún Gobierno está obligado;* 
se estipula que cada Gobierno tenga facultad de entregar á 
sus propios ciudadanos cuando lo considere conveniente. El 
Senado de los Estados Unidos ha aprobado esta modificación, 
y probablemente antes de mucho tendremos esta reciproci- 
dad, indispensable principalmente en países vecinos en donde 
los que cometen crímenes en los límites del uno se refugian 
en el otro.» 

II. Segunda Conferencia celebrada en México. 

La Delegación Mexicana á esta Conferencia en el Informe 
que rindió sobre los acuerdos llevados á cabo en la de Was- 
hington, refiriéndose aJ de extradición, dijo: «La República 
ha considerado conveniente consignar en una ley especial que 
fué amplia y maduramente debatida en las Cámaras Federales, 
los principios que en punto á extradición constituyen su nor- 
ma de conducta. Sin perjuicio de esa ley, (la de 19 de Mayo de 
1897) que se aplica á falta de pactos internacionales ó como 
complemento de éstos, para los casos no prescritos en ella, 
México tiene vigentes, con sus vecinos, es decir con los Esta- 
dos Unidos de América y con Guatemala, tratados de extradi- 
ción (de 22 de Febrero de 1899 y 19 de Mayo de 1894, respec- 
tivamente), que hasta ahora se han ejecutado por las Altas Par- 
tes Contratantes en los casos que han ocurrido.» 

A su vez, los Delegados Argentinos á dicha Conferencia, en 
el Informe que rindieron ala misma, al hablar sobre esta ma- 

(1) Actas de la 1^ Conferencia Internacional Americana. Washington, 
1890. 
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tería dijeron: «La extradición es una práctica sugerida por el 
sentimiento universal, que aplica y proporciona el castigo al 
delito, donde quiera que ¿ste se haya cometido, y se ha desenvuel- 
to paralelamente con el grado de confianza, que á cada país le 
inspiraba la administración de la justicia en los demás. Es 
por eso, que la República Argentina, haciendo honor al régi- 
men judicionario de las demás Naciones, antes de celebrar los 
tratados á que se ha hecho referencia y prescindiendo de todo 
convenio de carácter internacional, consagraba en su ley de 
-extradición de 25 de Agosto de 1885, esta doctrina: entrega de 
los reos de delitos comunes á todo país req aírente bajo la sola 
condición de la reciprocidad, ya sea que hubiere ó no tratados 
preexistentes. En cuanto á la entrega de sus nacionales, esta- 
blece dicha ley lo siguiente: Art. 3^. «Cualquiera que sea la na- 
cionalidad del agente, de la víctima ó del damnificado, los de- 
litos serán juzgados por los tribunales y penados por las leyes 
de la nación, en cuyo territorio se perpetraron. > 

«Consecuente con su propósito de rodear del mayor respeto 
y autoridad á la administración de justicia de las demás na- 
ciones, la República Argentina ha iniciado en sus últimos tra- 
tados de extradición del nacional que ha delinquido en otro 
país, reforma aún resistida por las naciones europeas. Esta 
innovación ha sido consagrada en el Tratado de Derecho Pe- 
nal Internacional de Montevideo de 1889, y con carácter facul- 
tativo en el Tratado de extradición con Inglaterra, firmado en 
Buenos Aires el 22 de Mayo de 1889 y canjeado el 15 de Di- 
ciembre de 1895, y en el Tratado de Extradición celebrado con 
los Estados Unidos de América el 26 de Septiembre de 1896.> 

La Com i sión dictara inadora sobre esta cuestión , en el Informe 
que presentó en elseno de la Segunda Conferencia, dijo: «Se es- 
tablece que ninguna de las Partes Contratantes estará obli- 
gada á entregar á sus ciudadanos, reglas exigidas siempre 
por alguna de las Repúblicas de América; pero se deja la li- 
bertad de poderlos entregar cuando se creyere conveniente.> 

Surgieron varias discusiones en los debates con motivo del 
artículo del proyecto de tratado que presentó la Comisión, 
concerniente á este punto, y la discusión se dirigió hacia la 
pena de muerte, é inciden talmente, á Ja excepción relacionada 
con la entrega de nacionales. Uno de los Delegados de Méxi- 
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co, el Sr. Chavero, segundo miembro de la Comisión dictami- 
nadora, al contestar varias objeciones de uno de sus colegas — 
el Dr. Bermejo, de la Argentina — manifestó que hacía suyos 
los pensamientos que los Delegados Argentinos virtieron 
en Montevideo al discutirse allí esta misma cuestión, respecto 
& que es evidente que, conforme á los principios modernos 
del Derecho Internacional, los nacionales deben ser entrega- 
dos de la misma manera que los extranjeros. Replicó el Dele- 
gado Argentino declarando que, en efecto, conforme á los 
principios citados, es procedente la entrega de los nacionales; 
pero no puede dejar de reconocer que esto puede encontrar 
dificultades serias para su admisión en la práctica, y citó la 
conducta observada por el Senado americano al. tratado re- 
cientemente celebrado entre su país y los Estados Unidos, en 
que se pactaba tal entrega, y que aquel Senado lo modificó en 
el sentido de que no fuera obligatoria la entrega de los nacio- 
nales, y que por esta razón aceptaba, en el proyecto de tratado 
que se discute la excepción en favor del nacional. 

El Delegado del Uruguay manifestó que también opinaba 
que no había, en contra de la entrega de los nacionales, razones 
de orden jurídico; pero que guiado tan sólo por el deseo de 
hacer obra práctica en pro de lo que se discute para ajustar 
en esa Conferencia un tratado sobre la materia, se vio obliga- 
do á aceptar tal excepción. 

El Delegado del Paraguay declaró á su vez que en su país 
se entregan todos los criminales, aunque tengan la calidad de 
nacionales. Por lo tanto, declaró que Paraguay no tenía in- 
conveniente en entregar á sus nacionales que hayan delinqui- 
do en otra Nación. 

Por su parte, uno de los Delegados Americanos aseguró que 
no sabía si la mayoría de los países representados en esa 
Asamblea, y que no entregan ásus ciudadanos, los someten á 
juicio; pero sabía que es bien conocido que en los Estados 
Unidos, como en la Gran Bretaña, está reconocido que los crí- 
menes son locales ó, en otras palabras, que en ninguna Corte 
de los Estados Unidos puede ser juzgado un ciudadano ame- 
ricano por algún crimen cometido fuera de su jurisdicción, 
por lo que siendo esta una verdad en los Estados que forman 
la Unión de los Estados Unidos, su Delegación se vería obli- 
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gada á votar contra la enmienda propuesta por el Delegado de 
Bolivia, al efecto de que los países que no entreguen á sus na- 
cionales los juzguen y castiguen. Agregó ese mismo Delega- 
do de los Estados Unidos que la fórmula en que fué redactado 
el artículo á discusión parecía fundarse en el promedio de las 
condiciones existentes ahora en la jurisprudencia con relación 
al asunto, por lo cual él estaba en favor del artículo tal como 
fué presentado. Por último, manifestó que la frase puesta al 
final de éste al efecto de que «cada país puede hacerlo,» ha lle- 
gado á ser necesaria prácticamente en materia de extradición 
en los Estados Unidos, por el general consensus de la opinión 
y por la creencia de que, en ausencia de una autoridad deter- 
minada para hacerlo, su país no puede entregar á uno de sus 
ciudadanos, y por lo mismo, la práctica de su Gobierno ha si- 
do la de incluir dicha estipulación para quelos Estados Unidos 
puedan entregar á sus ciudadanos. (1) 

Terciaron en el debate sobre esa enmienda los delegados de 
Bolivia y Chile, y fué desechada, así como las otras propues- 
tas por los Delegados argentino y venezolano; y terminada la 
discusión acerca de ellas, se votó el artículo de que se trata, 
el cual fué aprobado por 13 votos de los 14 emitidos. (2) 

Es decir, este tratado de extradición firmado en la ciudad 
de México el 28 de Enero de 1902, por Argentina, Bolivia, Co- 
lombia, Costa Rica, Chile, República Dominicana, Ecuador, El 
Salvador, Estados Unidos, Guatemala, Haití, Honduras, Mé- 
xico, Nicaragua, Paraguay, Perú y Uruguay, sobre extradi- 
ción, contiene la siguiente cláusula: 

«Art. 39 En ningún caso la nacionalidad de la persona acu- 
sada podrá impedir su entrega en las condiciones estipuladas 
por el presente Tratado; pero ningún Grobierno estará obliga- 
do á conceder la extradición de sus propios ciudadanos, sino 
que podrá entregarlos cuando á su juicio sea conveniente fia- 
cerlo,^ 



(i) A nuestro entender, no es del todo exacto lo que aseveró entonces el 
Delegado de los Estados Unidos, pues como hemos dejado anotado ya. ese 
Gobierno ha eutregado varias veces á sus propios nacionales. Nos referi- 
mos, entre otro?, al caso de Mattie Rich, O. americana que los Estados 
Unidos entregó á México. 

(3) Hacemos notar que cada Delegación, aunque constara devarios miem- 
bros, solamente tenía un voto. 
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Este Tratado ha sido aprobado tanto por el Gobierno de Mé- 
xico como por el de Guatemala. 

Si el Gobierno de Guatemala tuviera razón en no conceder 
la extradición del General Lima porque se lo prohibe el Tra- 
tado celebrado con México en 1894, interpretación que ha que- 
rido dar á ese convenio — ^y que como hemos visto ya no se la 
podemos conceder — siempre quedaría obligada por el Tratado 
de 28 de Enero de 1902, que en su art. 16 estipula que: «Si al- 
guna de las Altas Partes Contratantes hubieren celebrado ya 
entre sí tratados de extradición, quedarán éstos reformados 
solamente en la parte modificada 6 alterada por las dwposiciones 
del pQ-esente.* (1) Es así que en este nuevo Tratado que ha sido 
aprobado por ambos países, se deja al juicio de cada Gobierno 
el hacer la entrega de sus ciudadanos, luego no hay tal prohi- 
bición. De manera que, por ningún motivo, estará prohibido 
á Guatemala por ese Tratado (como tampoco lo está por el 
de 1894) hacer la entrega de que se trata; pues sólo ha queda- 
do á su arbitrio el concederla ó no, según lo creyere más con- 
veniente á sus principios de moralidad y justicia, que en este 
caso yaque Guatemala no los ha tenido en consideración, sin 
duda alguna que sí los tendrá el mundo culto cuando se ente- 
re detenidamente de los documentos sobre el particular. 

Por lo expuesto, vemos que la discusión habida en el seno 
de la segunda Conferencia Internacional Americana, fué fa- 
vorable por todos los Delegados en lo tocante á la entre- 
ga de los nacionales, así como la parte prominente que tomó 
en ella la Delegación Mexicana. 



(1) Actas de la Conferencia Internacional Americana. México, 1902. 
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LEY MEXICANA DE EXTRADICIÓN 



En 1881, el Ejecutivo de la Unión, por conducto de la Secre- 
taría de Relaciones Exteriores envió á la Cámara de Diputa- 
dos, una Iniciativa sobre la conveniencia de que México tu- 
viera una ley sobre extradición, y al efecto remitió á la vez 
un proyecto en ese sentido. 

Manifestaba el Sr. Mariscal en esa Iniciativa que entre los 
procedimientos que carecían de reglamentación entre noso- 
tros, (como sucedía también con la mayor parte de las demás 
Naciones), se hallaba el relativo á la extradición, y agregaba, 
que solamente existían dos tratados vigentes y otros dos pro- 
yectos de tratado, los cuales no contenían, sin embargo, cier- 
tas reglas necesarias para la tramitación de los casos que se 
presentaban en la práctica, y con mayor razón se tropezaba en 
los casos fuera de tratado. Si á esto se agregaba el hecho de 
que era necesario, además, una ley que viniere á aclarar cier- 
tas dudas nacidas de la Constitución, ó al menos de la inteli- 
gencia que pudiera darse á algunos de los artículos conteni- 
dos en ella, y que entonces se había salvado por las ejecutorias 
que había dictado la Suprema Corte de Justicia; pero, como 
este Alto Tribunal podría variar de opinión con un cambio de 
su personal, no había, por ende, bastante garantía de que en 
lo sucesivo, así siguiera interpretándola la propia Corte. 

Manifestaba el Sr. Mariscal, que en cuanto á procedimien- 
tos, sobre extradición se conocían tres sistemas distintos: 

(a) El judicial, observado en los Estados Unidos y la Gran 
Bretaña; (b) El administrativo, observado en la mayoría de 
las Naciones; y (c) El mixto, observado en Bélgica y Holanda; 
que él optaba, en vista de los graves inconvenientes que oca- 
sionaban el primero y el segundo de ellos, por el tercero que 
parecía salvar los inconvenientes tanto del uno como del otro; 
pues, el sistema mixto consistía en combinar la liberta,d del 
Ejecutivo, con la intervención de un tribunal que, en debate 
contradictorio con el Ministerio Público, oyera las excepcio- 
nes del acusado ó presunto reo y resolviera ó dictaminase so- 
bre la aplicación del tratado. Tuvo presente, además, el Mi- 
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nisterio de Relaciones Exteriores, la ley belga de 15 de Marzo 
de 1884 y la holandesa de 13 de Agosto de 1849, así como las 
doctrinas que sobre la materia ha expuesto con tanta maes- 
tría el jurisconsulto francés, M. Billot. 

Ignoramos por qué razón no se tomó en cuenta entonces 
ni por largo tiempo esa Iniciativa de ley en el Congreso de la 
Unión. El caso es que no se dio ninguna ley sobre la materia 
hasta que, en 1896, envió la Secretaría de Relaciones Exterio- 
res un nuevo proyecto de ley sobre extradición, que contenía 
reformas introducidas á la iniciativa de 1881, y que eran el 
fruto de la experiencia adquirida en la citada Secretaría, de 
los casos ocurridos durante el período de tiempo entre una y 
otra — un cuarto de siglo — á las más modernas legislaciones 
extranjeras como son, entre otras, las de Bélgica y Suiza, que 
había expedido la más reciente y acabada sobre la materia. 
Dicho proyecto, después de una discusión madura y delibera- 
da, dio por resultado la ley vigente de 19 de Mayo de 1897, la 
cual contiene los siguientes puntos de interés: 

(a) El Gobierno Mexicano podrá entregar á los Gobiernos 
de los países extranjeros, en virtud de tratado ó á título de 
reciprocidad, á todo extranjero procesado ó condenado como 
autor, cómplice ó encubridor de cualquier delito común, ya 
sea intentado, frustrado ó consumado. 

(b) No se concederá la extradición por delitos políticos ni 
por contravenciones que sean conexas con aquellos. 

(c) EU Estado requeriente deberá acreditar, con las cons- 
tancias judiciales respectivas, que hay datos fundados para 
creer al individuo, cuya extradición se solicita, autor, cómpU- 
ce ó encubridor de cualquier delito común, ó que se le ins- 
truye proceso, ó se ha pronunciado sentencia en su contra por 
tales motivos. 

(d) Tan luego como el Gobierno Mexicano reciba por los 
conductos debidos, las constancias relativas á los hechos an- 
teriores, dictará las medidas más precisas, para el asegura- 
miento de la persona del indiciado, si se trata de delito que 
merezca pena corporal; procederá también al secuestro de 
papeles, dinero ú otros objetos que se hallen en poder de 
aquél si se comprenden en el pedimento de extradición, é in- 
mediatamente consignará el caso á la autoridad judicial de la 
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federación que corresponda, para que examine: I. Si el dere- 
cho del país requeriente está bien fundado; II, Si del examen 
de las piezas que son de acompafiarse á la demanda, ó presen- 
tarse dentro de cierto término, resulta que el individuo re- 
querido puede ser susceptible de extradición; III. Si al con- 
cederse ésta no se violan las garantías que al hombre recoco- 
cen la Constitución, ó los principios del Derecho público 
mexicano, para lo cual serán oídos el presunto responsable y 
el Ministerio Público. 

(e) El Ejecutivo de la Unión decidirá, en vista de la decla- 
ración judicial, si se concede ó no la extradición, según que 
los jueces no tienen los medios ni la posibilidad de apreciarla 
razón de estado, ni las consideraciones de conveniencia públi- 
ca que apoyen ó contraríen una extradición en determinados 
casos. 

(f) No deberá concederse la extradición por hecho que, con- 
forme á las leyes mexicanas, no importe un delito, ni por los 
que merezcan pena más leve que la de prisión por menos de 
un afio, ni, en suma, por aquellos cuya pena esté prescrita con- 
forme á las mismas leyes. 

(g) Al indiciado no se le admitirán más excepciones que las 
que se refieren á violación de las garantías individuales en su 
persona; que debe ser juzgado en la República; que ya fué sen- 
tenciado y cumplió su condena, ó que ha prescrito la acción 
penal para conseguirlo; pudiendo alegar no ser la persona i 
quien se refiere la demanda, y que se le debe oír en las dili- 
gencias que se practiquen para conceder ó negar su extra- 
dición. 

(h) La ley establece lo concerniente á la entrega del pre- 
sunto reo, una vez decretada la extradición, la cual se hará 
en las fronteras, á bordo de un buque, ó en territorio mexica- 
no, á los agentes de policía del país requeriente, el que debe- 
rá cubrir todos los gastos que se ocasionan con motivo de su 
demanda, que presentará siempre bajo protesta de recipro- 
cidad. 

(i) El presunto reo no sólo tendrá todos los medios de de- 
fensa que, en el orden penal se pueden hacer valer, sino que 
podrá recurrir, en vía de amparo, á los tribunales federales, 
para que, en último extremo, se decida si por haberse conce- 
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dido la extradición, se violan en la persona del quejoso algu- 
nas de las garantías individuales; dicho recurso tendrá que 
interponerse dentro del término que se tija en el art. 27 de la 
ley relativa, siguiéndose el procedimiento que marca la ley or- 
gánica de los arts. 101 y 102 de la Constitución. 

(j) La demanda de extradición puede presentarse con tal 
urgencia, que aun cuando venga por la vía diplomática, como 
en todo caso debe venir, no se acompañen todos los documen- 
tos concernientes á las pruebas de hecho y de derecho en que 
se funde, y en ese caso el procedimiento que debe observarse 
se fija en los artículos 13 y 14 de la mencionada ley. 

Además, establece ésta que en casóos excepcionales, el Eje- 
cutivo puede decretar la extradición de sus nacionales, y si 
opta por la negativa, entonces debe consignar el caso al tribu- 
nal competente de la República para que en él sea juzgado, de 
conformidad con las leyes vigentes. Conforme á esta ley, que • 
da, pues, al Ejecutivo la facultad de entregar ó no á sus na- 
cionales, según sean las circunstancias especiales de cada 
caso. 

Esta ley de 19 de Mayo de 1897 ha regido en los casos de ex- 
tradición que han solicitado á la República, entre otros, los go- 
biernos de Suiza, Colombia, Cuba, Alemania y Francia. 

Los solicitados por esta última Nación son de interés. Uno 
de ellos se refiere al francés L. de Virvent cuya extradición 
solicitó en 1897 la Legación Francesa en esta ciudad, por ha- 
berse fugado de la colonia penitenciaria de la Guayana fran- 
cesa, á donde estaba sufriendo la pena de trabajos forzados 
perpetuos, á que había sido sentenciado en su país por el de- 
lito de parricidio. 

La Secretaría de Relaciones Exteriores concedió la extradi- 
ción, y el reo, habiendo pedido amparo porque creía que se 
habían violado en su persona las garantías contenidas en los 
artículos 5, 15, y 22 de la Constitución, la Suprema Corte de 
Justicia falló en su contra en una sentencia notable de 25 de 
Enero de 1898, á la que nos referimos más adelante. 

La citada Legación hizo una nueva solicitud en Marzo de 
1904, para que se le entregase á Charles Larroussie, ex Can- 
ciller de esa Legación, por haberse apropiado ilícitamente 
fondos de ella. La Secretaría de Relaciones le contestó que, 
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con pena, no le era posible acceder á ello, por no permitirlo la 
ley mexicana sobre la materia así como la de tribunales fede- 
rales, cuyas disposiciones tenían exacta aplicación al presen- 
te caso. Pero Larraoussie fué procesado y sentenciado por el 
Tribunal del 3er. Circuito, de esta capital. (1) 

Han sido frecuentes las peticiones que sobre el particular 
ha hecho el gobierno cubano al nuestro, y justo es agregar 
que él ha sabido corresponder á las que, & su turno, le ha solici- 
tado el Gobierno Mexicano. En estos días el cable nos anun- 
cia que aquel gobierno va á entregar al nuestro á una cubana, 
acusada de robo en esta capital. 



EJECUTORIAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En el curso de este estudio, hemos aludido con frecuencia & 
las ejecutorias que ha dictado la Suprema Corte de Justicia en 
los casos de extradición ventilados ante ella, con motivo de 
los amparos que han promovido varias de las personas, cuya 
extradición ha sido acordada por el Ejecutivo; y como estas 
ejecutorias son de tanta transcendencia, pues han fijado cons- 
titucionalmente las prácticas y doctrinas que deben observar- 
se en lo concerniente á la extradición, vamos á anotar en segui- 
da los puntos salientes de cuatro de esas notabilísimas ejecu- 
torias. 

Sin embargo, no podemos prescindir de tributar, antes de 
verificarlo, un homenaje del culto que rendimos públicamente 
á la memoria del ilustre C. Ignacio Vallarta, Presidente que 
era de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuando se 
resolvieron, á instancias de aquel preclaro Constituyente, dos 
de esos célebres casos, de conformidad con los principios de 
los tratadistas más distinguidos sobre la materia, y que con 
sus luminosos trabajos que hizo de ellos, cual se hallan en su 
bella obra intitulada sus «Votos, > son todavía autoridad sobre 
la extradición. 



(1) XVII. 281. 
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EJECUTORIA DOMINGÜEZ^BARRERA 



La Corte Suprema de la Nación declaró en Mayo 18 de 1878 
en este caso que: la detención de los indiciados no es contra- 
ria al art. 13 de la Constitución, por no proceder de una ley 
privativa ni de un tribunal especial, sino de un tratado, que es 
"una ley suprema de toda la Unión", conforme á la letra del 
art. 126 de la Constitución Federal; que, además, el art. 13 es 
inaplicable á los casos de extradición supuesto que él se re- 
fiere á los delitos que deben ser juzgados en la República, y el 
fin de la extradición es precisamente no juzgar en ella á los 
reos que hayan delinquido en el extranjero; que el tratado con 
los Estados Unidos, como todos los demás, que respeten la 
prohibición contenida en el art. 15 constitucional, tocante á 
reos políticos, y esclavos, son constitucionales; que no es ad- 
misible ni legal la interpretación que se hace de la parte final 
del mismo artículo en el sentido de que él prohibe toda clase 
de extradición para "no alterar las garantías que la Constitu- 
ción otorga al hombre y al ciudadano», garantías de que no 
goza el reo de cualquiera nacionalidad, que sea entregado al 
Extranjero; porque esa interpretación haría anticonstitucio- 
nales todos los tratados de extradición que se celebraren, y se 
ve claramente en la primera parte del mismo artículo que es- 
tos tratados están consagrados por la ley fundamental con las 
solas dos restricciones que ella expresa, bastando esta consi- 
deración para afirmar que no hay contradicción entre las dos 
partes del citado art. 15; que debe, pues, interpretarse la se- 
gunda parte de ese artículo en el sentido de que no pueden 
celebrarse tratados que deroguen, modifiquen ó alteren las 
garantías constitucionales; que la extradición no es negocio de 
la competencia del Poder Judicial sino del Ejecutivo: compe- 
tencia que está afirmada por los diversos preceptos constitu- 
cionales que determinan las atribuciones de este Poder, el cual 
Poder es, según la Constitución, el representante de la sobe- 
ranía nacional ante las naciones extranjeras; él dirige las ne- 
gociaciones diplomáticas; él es el encargado de la ejecución de 
los tratados y el responsable de su cumplimiento; y ninguno 
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de estos altos deberes podría llenar el Poder Ejecutivo, si otro 
poder independiente de él, si otra autoridad cualquiera pudie- 
ra conceder ó negar una extradicición demandada, segi^n un 
tratado, supuesto que esa concesión ó negativa podría impor- 
tar la violación del mismo tratado hecha de una manera que el 
Ejecutivo no la pudiera impedir y, finalmente, que la ley inter- 
nacional consagra el principio de que la extradición es un acto 
de soberanía que no puede ejercer el Poder JudicíAl. 



EJECUTORIA ALVAREZ MAS 






Alvarez Mas, cuya extradición fué concedida por el Ejecuti- 
vo, á solicitud de la Legación Española, pidió amparo que le 
fué negado por la Suprema Corte en una sentencia fechada el 
10 de Junio de 1882, que además de confirmar lo ya definido 
por la propia Corte de que los artículos 13, 19 y 20 déla Cons- 
titución no son aplicables álos negocios de extradición, decla- 
ró que: no expresando el artículo 15 constitucional más que 
las excepciones que quedan consignadas, ni la República está 
obligada á dar refugio en su territorio á todos los otros crimi- 
nales que se fuguen del país en que delinquieron, y se acojan á 
su soberanía, ni éstos tienen el derecho de invocar en su favor 
el asilo territorial para sustraerse así de la persecución de la 
justicia extranjera; de donde se debe inferir que la Nación no 
ha comprometido su fe en su ley fundamental, sino para conce- 
der ese asilo á los reos políticos y á los esclavos, sin estar en 
manera alguna comprometida á proteger la impunidad de to- 
dos los otros delincuentes. 

Que tampoco se ha violado el art. 16 de la Constitución, por- 
que no es cierto que el Presidente de la República sea incom- 
petente para celebrar convenios de un acusado extranjero: si 
bien la fracción I, letra B del art. 72 confiere al Senado la fa- 
cultad *'de aprobar los tratados y convenciones diplomáticas 
que celebre el Ejecutivo con las Potencias extranjeras"; los 
mismos textos constitucionales reconocen que no todo conve- 
nio es una convención diplomática, y expresamente deciden 
que no todo convenio necesita la aprobación ó requiere la au- 
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torización del Senado, supuesto que sin este requisito el Pre- 
sidente puede convenir con una Potencia extranjera que algu- 
na de sus escuadras permane25ca por menos de un mes en las 
aguas de la República: por otra parte, la intencional supresión 
que del antiguo texto del art, 72, frac. XIII, hizo el constitu- 
yente, borrando la palabra convenio de que él usaba, prueba 
auténticamente que el precepto constitucional no tiene el sen- 
tido que el inferior le dio. Que la incompetencia del Poder Eje- 
cutivo paradecretar extradiciones que no estén convenidas por 
tratado formal, tampoco puede fundarse en que la Constitu- 
ción no lo faculta expresamente para ello, porque aunque esta 
ley no consigna de un modo terminante, entre las obligacio- 
nes del Presidente, guardar y respetar la que rige á todas las 
naciones, no puede, sin embargo, sin manifiesto absurdo, de- 
cirse que él no tenga facultad ni competencia para hacer res- 
petar los derechos y para cumplir con los deberes que tiene 
la República Mexicana como Nación soberana é independien- 
te: y cualquiera que sea la inteligencia que deba darse al pre- 
cepto que ordena que '*las facultades que no estén expresa- 
mente concedidas á los funcionarios federales, se entienden 
reservadas á los Estados' '; es evidente que él no regula ni pue- 
de aplicarse á las relaciones internacionales que México man- 
tiene con las Potencias extranjeras, sino sólo á las que ligan á 
la Unión con los Estados que la forman, puesto que nadie pre- 
tenderá que á éstos reservara la Constitución facultad alguna 
en asuntos internacionales. Que aun prescindiendo de esas 
consideraciones, de la facultad del Presidente de dirigir las 
negociaciones diplomáticas, que le confiere la frac. X del art. 
85, debe deducirse recta y jurídicamente la de ejecutar todos 
aquellos actos que, según la ley internacional, son necesarios 
para conservar las relaciones con los demás pueblos; y si bien 
en aquellas materias que caen á la vez bajo el dominio del de- 
recho público exterior, y están regidas también por el inte- 
rior, el Presidente nada puede hacer contra la Constitución, 
en los asuntos que ésta no regula, por no ser objeto de ella, 
sino del derecho de gentes, el Presidente, lejos de carecer de 
competencia, está obligado á respetar las prescripciones de 
éste. Que, en consecuencia, para decidir si el Ejecutivo es com- 
petente para decretar una extradición, que no hace obligato- 
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ria un tratado, hay que examinar si la ley internacional au- 
toriza 6 no tal extradición: que aunque en anteriores épo- 
cas, y no remotas, el asilo era la regla general, y la entre- 
ga del culpable la excepción, hoy la doctrina y la práctica de 
los países cultos han invertido por completo esa regla. Que 
para no hacer extensa exposición de las teorías profesadas por 
los publicistas de diversas nacionalidades en cuanto á este 
punto, será suficiente, para comprobar esa doctrina y esa 
práctica, referirse al que, con presencia del adelanto que en 
estos últimos años ha hecho la ley internacional en mate- 
ria de extradición, acaba de publicar el año pasado la ter- 
cera edición de su interesante obra. (Calvo.) Que este de- 
ber es más estrecho respecto de aquellos países cuyas leyes 
declaran á sus tribunales incompetentes para juzgar de los 
delitos cometidos en el extranjero, porque en los que casti- 
gan esta clase de delitos, negar la extradición no es dejar im- 
pune al delincuente, ofreciéndole asilo, ayuda y protección 
contra la justicia que lo persigue; á la vez que en aquellos la 
resistencia á entregar al culpable reclamado, «es no sólo in- 
juriosa para la paz del país que lo pide, como dice un publicis- 
ta, sino para el mundo entero, supuesto que es la violación del 
deber moral que liga á las sociedades humanas.» Que cuales- 
quiera que hayan sido en tiempos pasados las disputas que 
provocara la doctrina de Grocio sobre la obligación alternati- 
va que impone á los Estados, bien de entregar al fugitivo asi- 
lado ó bien de castigarlo, no se puede ya poner en duda que 
la ley internacional consigne tal obligación, que aunque no sea 
exigible por medio del apremio, como el cumplimiento de las 
estipulaciones de un tratado, tampoco puede violarse impune- 
mente ofreciendo asilo, á toda clase de criminales é impuni- 
dad á todos los delitos. Que siendo estas las doctrinas recibi- 
das y las prácticas aceptadas por los países cultos, y no pu- 
diendo nuestros tribunales «perseguir los delitos cometidos 
fuera del territorio nacional por extranjeros contra extran- 
jeros,» la República tiene que entregar al delincuente extran- 
jero que se le reclama, cuando, á juicio del Gobierno, las cir- 
cuntancias que en el caso concurren, sean de tal naturaleza 
que, según las reglas y prácticas internacionales, esa entrega 
constituya un deber entre las Naciones. Y que siendo este un 
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verdadero deber, el Presidente que lo cumple, como represen- 
tan te de la Soberanía nacional ante el extranjero, no puede 
carecer de competencia para ello, puesto ,que verdadero con- 
trasentido es exigir competencia en quien tiene obligación de 
ejecutar un acto. 



EJECUTORIA PIPERNO 



En el amparo que interpuso este subdito italiano contra el 
Acuerdo del Ejecutivo que concedió su extradición al Gobier- 
no Español, alegando que el delito por el cual se le acusaba no 
estaba comprendido en el tratado vigente sobre la materia, la 
Suprema Corte de la Nación resolvió el 14 de Diciembre de 
1896 que «aun bajo el supuesto de que el delito de que se tra- 
ta no estuviese comprendido en el tratado, la Constitución de 
1857, en su art. 126, si bien establece la inviolabilidad y obser- 
vancia fiel de los tratados, lo que trae como consecuencia la 
prohibición de hacer algo contra lo que establecen, no coarta 
las facultades que al Presidente de la República corresponden 
como Jefe del Poder Ejecutivo y representante de la Sobera- 
nía de la Nación para conceder extradiciones en casos que, 
aunque no previstos^ no estén expresamente prohibidos por la 
misma Constitución ó por los tratados existentes. 

Volvió á declarar la Corte en esta ejecutoria que no son apli- 
cables las violaciones, alegadas por el recurrente, délas ga- 
rantías comprendidas en los artículos 14, 19 y 20 de la Consti- 
tución, en virtud de que ni la extradición misma ni los proce- 
dimientos administrativos para la identificación de la persona 
sujeta á ella, y examen de todos los antecedentes que la justi- 
fican, constituyen un enjuiciamiento criminal; que tampoco 
recibió agravio, como alega el mismo recurrente, con el man- 
damiento escrito que fundó y motivó la causa legal de su de- 
tención y extradición acordadas, el cual mandamiento proce- 
dió además del Presidente de la República, por conducto de 
la Secretaría de Relaciones Exteriores, como autoridad com- 
petente para expedirlo; que la detención de los reos no infrin- 
ge el art. 19 de la Constitución, porque ese artículo lo mismo 
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que los otros de la misma, relativos á juicios criminales, no es 
aplicable á los casos de extradición en los que los jueces y au- 
toridades nacionales, que no tienen jurisdicción para perse- 
guir y castigar delitos cometidos en el extranjero, no pueden 
hacer más que aquello para lo que les autorizan los tratados y 
las leyes. 



EJECUTORIA VIRVENT 



La Legación de Francia en esta Capital solicitó la extra* 
dición del C. francés, L. de Virvent, que el Ejecutivo conce- 
dió. Entonces el indiciado promovió un juicio de amparo con- 
tra esa resolución, y la Suprema Corte, al revisar, confirmó 
el fallo del inferior, el 25 de Enero de 1898, en la cual se decla- 
ra: Que en los tribunales de nuestra República, cualesquiera 
que sean los sistemas y las escuelas que se agitan en el seno 
de la cienciacon temporánea, no puedehaber otrafilosofía social 
que la que inspiró las prescripciones de nuestra Constitución, 
y ellas emanaron de la convicción firmísima que abrigaban 
nuestros constituyentes sobre que el hombre, sin distinción 
de nacionalidades, tiene ciertos derechos nacidos de la natu- 
raleza y de su destino, y que ni las leyes ni el poder público 
pueden hacer, respecto de esos derechos, más que reconocer- 
los y escudarlos. Que, fundado nuestro Gobierno en leyes ani- 
madas por tal espíritu, le está vedado todo acto que directa ó 
indirectamente vulnere los derechos del hombre, y ni por ac- 
ción propia ni asociándose á la de otro poder extraño, le es 
permitido invadir ni menoscabar las prerrogativas que la 
Constitución considera como inherentes ala calidad del hom- 
bre; por manera que no puede el poder nacional imponer las 
penas que el art. 22 de la Constitución señala como atentato- 
rias á los derechos naturales, ni ayudar á otro Gobierno para 
que las imponga y haga efectivas; porque en el primer caso 
tendría el Gobierno de la República la responsabilidad abso- 
luta del atentado, y en el segundo sería responsable por com- 
plicidad, todo lo cual tiene apoyo en el art. 15 de la misma 
Constitución; por lo que fluye de aquí que, ni por estipulado- 
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nes internacionales, ni por acuerdos 6 deferencias con Gobier- 
nos á quienes no nos liguen tratados de extradición, es lícito 
á nuestro Poder Ejecutivo cooperaré auxiliar para que se eje- 
cuten penas contra las cuales la Constitución escuda á todos 
los habitantes de esta tierra. Que en virtud de lo expuesto, no 
puede estimarse constitucional el razonamiento desarrollado 
por el Juez de Distrito, en el 49 considerando de su fallo, para 
fundar la denegación del amparo, pues si en efecto es una ver- 
dad que las leyes de México que tienden á garantizar los de- 
rechos naturales del individuo, solamente rigen en México y 
que, por falta de soberanía en territorio extranjero, sus efec- 
tos no pueden extenderse á que otras naciones adopten los 
principios mismos que ellas consignan, de esto no se sigue que 
las repetidas leyes mexicanas no puedan servir de protección 
á individuos mexicanos ó extranjeros que, hallándose dentro 
del territorio de la República, quieran ponerse bajo su ampa- 
ro á fin de impedir que en su persona se conculque alguna de 
las garantías individuales que sancionan las referidas leyes 
mexicanas, por más que el ataque á estas garantías pudiera 
tener su sanción apoyado en leyes extranjeras y como efecto 
de actos ejecutados en el extranjero; pues esto nunca signifi- 
caría legislar para países extranjeros, sino hacer respetar 
dentro del territorio nacional la soberanía con la cual ha legis- 
lado, y las leyes que son producto de la misma soberanía. — 
Que fijados estos principios para que no los afecte la presente 
decisión, sólo pueden ser aplicados en este caso, reconocien- 
do que no existen en él circunstancias propias para abrir pa- 
so á la aplicación del art. 22 de nuestro Código nacional, por- 
que no se trata de una de las penas que él considera como 
violatorias de los derechos del hombre. Que la alusión del men- 
cionado artículo á las penas inusitadas, no se refieren á las 
que no se acostumbran en el país donde la cuestión ocurre, 
porque no estén autorizadas por sus leyes penales, sino á 
aquellas penas que en siglos remotos introdujo y mantuvo la 
barbarie, y después ha proscrito la civilizaciónde los pueblos 
cultos. Que en el procedimiento de la Secretaría de Relacio- 
nes, y en el Acuerdo concediendo la extradición del quejoso, 
se han observado las formas que establece la ley sobre extra- 
dición, y han mediado los requisitos que ella prescribe. 
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Creemos estar en aptitud de aseverar ahora, que México ah 
-seguido la evolución del Derecho Internacional en lo relativo 
á la extradición. Prueba de ello son los Acuerdos en los casos 
que sobre la materia ha resuelto en los últimos 30 años, y en 
los cuales se han sostenido los principios más liberales sobre 
la extradición. Asimismo, podemos convencernos de ello, al 
.examinar los términos de sus tratados sobre esta cuestión, 
que la República ha celebrado con los Estados Unidos, Guate- 
mala y otras Naciones, y en su proyecto de ley, que desde el 
. afio de 1881 presentó el Ejecutivo y que, reformado, dio origen 
ala ley vigente sobre la propia materia, de 19 de Mayo de 
1897. Además, México ha celebrado otros tratados que, ó han 
sido derogados ya ó que no fueron ratificados, sin que para 
ello no haya sido obstáculo México en ninguno de los dos ca- 
sos. Finalmente, el Gobierno Mexicano suscribió en la Prime- 
ra Conferencia Internacional Americana de Washington la 
Recomendación, en virtud de la cual fué aprobado lo condu- 
cente sobre la materia contenida en el Tratado de Derecho Pe- 
nal, que adoptó el Congreso Jurídico reunido en Montevideo 
Ainos años antes, y la parte tan activa que la República tomó 
• en el Tratado sobre extradición que se ajustó en esta Ciudad 
en 1902, en la Segunda Conferencia Internacional Americana, 
suscrito y aprobado, entre otras Naciones, tanto por México 
como por Guatemala. 

Haciendo, pues, una recapitulación de todo lo que antecede, 
creemos haber dejado en claro que el Gobieano Mexicano ha 
sido consecuente con los principios más modernos del Dere- 
-cho Internacional que él mismo adoptó voluntariamente des- 
de hace largo tiempo (como lo hemos hecho constar anterior- 
mente), en los Acuerdos sobre los casos de extradición que ha 
dictado el Ejecutivo reiteradas veces, y los cuales han sido sos- 
tenidos por las ejecutorias admirables de la Suprema Corte 
de la Nación, que ha resuelto en definitivo los amparos que 
iueron promovidos con motivo de algunos de dichos Acuer- 
dos. 
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En consecuencia, al solicitar últimamente la extradición del 
Ciudadano guatemalteco, General Lima, México no se apar- 
tó de las doctrinas de los muy distinguidos tratadistas que 
hemos citado ya, ni se desvió de los precedentes diplomáticos 
que sobre la materia ha venido acordando el Ejecutivo, desde 
hace más de treinta afios (como también lo hemos ya compro- 
bado), algunos de los cuales han tenido relación con el Gobier- 
no de Guatemala, que por su parte los aceptó, como queda 
comprobado, por las notas diplomáticas que en diversas 
épocas y con motivo de las extradiciones que ha solicitado ó 
concedido al nuestro, dirigió al Gobierno Mexicano. En dichos 
precedentes, el Gobierno de Guatemala dejó asentados princi- 
pios elevados sobre las doctrinas modernas de extradición, de 
las que hoy por desgracia se ha apartado, con mengua de di- 
chos principios. 

México tampoco se ha apartado en el caso de que se trata, 
de las determinaciones prescritas en las ejecutorias de la Su- 
prema Corte de Justicia déla Nación sobre extradición, como 
dejamos apuntado en otro lugar de este estudio. 

Igualmente hemos visto que el Gobierno Mexicano desde 
un principio no ha considerado ni humillante ni indecoroso el 
hacer la entrega, no sólo de los subditos ó ciudadanos de una 
Nación, con la cual mantiene relaciones de amistad y con la 
que existen tratados de extradición, sino que ha ido más allá; 
pues ha entregado y sigue verificándolo siempre que lo consi- 
dera pertinente, segiin sus elevados principios de justicia y 
moralidad, á sus propios nacionales: todo en bien de los fines 
de la justicia universal y de la solidaridad que debe existir 
entre las Naciones que se precian de ser cultas. 

En consecuencia, al pedir México la extradición del Gene- 
ral Lima al Gobierno de Guatemala, — y considerando la cues- 
tión únicamente desde el punto de vista jurídico internacional- 
nuestro Gobierno, á nuestro entender, no ha hecho ningu- 
na innovación á los precedentes diplomáticos que ha observa- 
do por muchos afios ha sobre la materia. Con cuanta mayor 
justificación hizo tal pedimento, si tomamos en consideración 
las circunstancias muy especiales del caso, y que afectan na- 
da menos que al orden moral y al político, y que forzosamente 
Guatemala debió haber tenido presentes al resolver dicho pe- 
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dimento; y si así no lo hizo, no tiene la culpa el Gobierno de 
México. 

Creemos que esta será la opinión de los pueblos cultos, 
cuando conozcan todos los documentos que sobre el caso — se 
dice — publicará próximamente el Gobierno Mexicano. Enton- 
ces se robustecerán, con los fundamentos expuestos en eso» 
documentos, los conceptos aquí emitidos, por quien ha tenido 
la honra de dirigiros la palabra, y quien pide respetuosamen- 
te vuestra benevolencia por el presente trabajo que somete á j 
vuestra ilustrada consideración. 



México, Mayo 16 de 1907. 
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